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I. Antecedentes

39

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA, .

FALLO'

y una persona de la localidad que, a su vez, critica la gestión de la
Corporación municipal en tomo a dicha cuestión.

Finalmente, es preciso señalar que la no vulneración del derecho al
honor en este caso nada prejuzga sobre si los Ayuntamientos u otras
instituciones públicas análogas tienen o no habilitación legal, en cuanto
tales personas jurídicas, para hacer declaraciones como la aquí conside­
rada o, en general, para criticar a los administrados. En todo caso, si
conviene precisar, frente a lo que sostiene en sus alegaciones el
Ayuntamiento de Priego, que no puede equipararse la posición de los
ciudadanos, de libre crítica de la actuación de las instituciones represen­
tativas en uso legítimo de su derecho fundamental a la libertad de
expresión, a la de tales instituciones, cuya actuación aparece vinculada
al cumplimiento de los fines que le asIgna el ordenamiento jurídico,
entre los cuales ciertamente, no se encuentra el de atribuir calificativos
a sus administrados. Pues no puede olvidarse que en el presente caso no
se trata de las declaraciones de uno de los miembros de la Corporación,
sino de la manifestación de un juicio que pretende atribuirse a la propia
Corporación en cuanto taL El que el calificativo empleado no pueda
considerarse ofensivo contra el honor del ciudadano afectado no
implica, por tanto, asentir sobre la regularidad y pertinencia de la
decisión municipal.

del día 23 de abril de 1987, por el que se denegó la autorización
legalmente precisa a efectos de continuar las actuaciones judiciales
seguidas ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de los de Avilés
(Autos 694/1986) frente a la Diputada doña Carmen Garcia Bloise.

2. Los hechos que se exponen en la demanda de amparo, '1 que
resultan relevantes para el presente procedimiento, son, en sínteSIs, los
siguientes:

a) A resultas de las manifestaciones expresadas por doña Carmen
García Bloise a diferentes medios de comunicación, y en las que se hacía
referencia a las sanciones impuestas por el Partido Socialista Obrero
Español a quien hoy recurre, afiliado a tal partido, por «.., mantener
relaciones comerciales inatePtables con proveedores municipales...», el
señor Sánchez Suárez interpuso, frente a la señora Gama Bloise,
demanda civil al amparo de lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1982, de
5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la lntimi~
Persqnal y Familiar y a .la Propia Imagen, por entender -según se dice
en la demanda de amparo- «que dichas manifestaciones no sólo
atentaban contra su honor y dignidad, sino que además eran constituti·
vas de una imputación falsa· de hechos no acaecidos,. y que incluso
podrían considerarse como imputadoras de hechos delictivos». Se
demandó también al Partido Socialista Obrero EspañoL

b) Iniciadas las primeras actuaciones ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. I de los de Aviles, se invocó por la demandada, en el
trámite de contestación, su condición de Parlamentaria (Diputada del
Congreso), instándose, en consecuencia, que se solicitara la correspon­
diente autorización de confonnidad con lo dispuesto en el art. 2.2 de la
Ley Orgánica citada, según la redacción dada a este precepto por la Ley
Orgánica 3/1985, de 29 de mayo:

«N~ se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en
el ámbito protegido (...), por imperativo del arto 7I de la
Constitución, cuando se trata de opiniones manifestadas por
Diputados o Senadores en el ejercicio de sus funciones.
Iniciado un proceso civil en aplicación de la presente Ley, no
podrá ~uirse contra un Diputado o Senador sin la previa
autorización del Congreso de los Diputados o 'lel Senado. La
previa autorización será tramitada por el procedimiento
previsto para los suplicatorios.»

c) Solicitada en fonna la autorización, se emitió dictamen por la
Comisión de Estatuto de los Diputados del Congreso, con fecha 30 de
marzo de 1987, dictamen que concluyó con la propuesta de no ser

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Manuel Peláez del Rosal.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, lf trece de noviembre de mil novecientos ochenta
y nueve.-Francisco Rubio Uorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio
Díaz EímiI.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozo~.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

Sala Segunda. Sentencia 186/1989, de J3 de noviembre.
Recurso de amparo 1.566/J987. Contra Acuerdo del Pleno
del Congreso de los Diputados por el que se deniega
autorización para continuar actuaciones judiciales, en
Autos incidentales sobre el derecho al honor, frente a una
DipUlada. Vulneración del derecho a la tutela judicial del
recurrente en amparo al hacerse depender la tramitación de
su demanda de un presupuesto procesal privilegiado no
legitimado por la Constitución.
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EN NOMBRE DEL REY

especialmente significativas para determinar si se ha producido o no
lesión,

Pues bien, los hechos que dieron lugar al procedimiento contencioso
administrativo que ha desembocado en el presente recurso de amparo
y en los que se enmarca el acto municipal impugnado son, según se
indica en la Sentencia de instancia, que el actor, como consecuencia de
diversas discrepancias con el Ayuntamiento, trasladó la celebración del
111 Curso de Verano, dependiente de la Universidad de Córdoba, a la
vecina localidad de Cabra. Que seguidamente, el Ayuntamiento de
Priego. en su Acuerdo de 11 de marzo de J985. aprobó la realización de
determinadas gestiones encaminadas a recuperar para su localidad la
sede del citado curso de verano y, en relación con el actor, solicitó su
destitución corno director del citado curso, le declaró persona «non
grata» para el Ayuntamiento y revocó el nombramiento de cronista
oficial de la ciudad efectuado años atrás; Acuerdo que fue, al parecer,
seguido de diversos artículos periodísticos del actor criticando la
decisión municipal.

Así las cosas no puede considerarse atentatorio contra el honor del
recurrente. de acuerdo con pautas sociales generalmente aceptadas hoy
día, que el Ayuntamiento le calificase de persona «non grata». En primer
lugar, porque la decisión municipal ha de situarse en el contexto de una
controvenida entre el actor y la Corporación municipal que había
trascendido a la luz pública, lo cual excluye que la decisión municipal
pudiera atribuirse por terceras personas a causas distintas que, eventual­
mente, pudieran constituir un menoscabo de la aceptación o aprecio
publico que el actor pueda tener en atención a sus circunstancias
personales y profesionales y atentar, por ello, a su honor. En segundo
lugar. porque la referida calificación de persona «non grata» para el
Ayuntamiento constituye una apreciación subjetiva de los miembros de
la Corporación Que. como se sostiene en la Sentencia del Tribunal
Supremo, no significa por sí misma la -atribución al actor de cualidades
desmerecedoras del aprecio o estima públicos. Se trata, en definitiva. de
un modo de expresar la Corporación su desagrado por una decisión del
actor, la de trasladar la celebración de los cursos de verano a otra
localidad, no de atribuirle caracteres deshonrosos o de calificarle de
indeseable para la colectividad. No puede, por tanto, otorgársele más
relevancia que la de expresión de una critica pública en el marco de una
polémica sobre un tema de interés general entre una Corporación
municipal, con una composición concreta en un determinado momento,

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisro Rubio LJorente, Presidedte; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Magistrados, ha pronunciado

1. El día 27 de noviembre del año en curso se registró en este
Tribunal un escrito mediante el cual don Juan Corujo López Villamíl,
Procurador de los Tribunales, interpuso recurso de amparo constitucio­
nal en nombre y representación de don Luis Aurelio Sánchez Suárez,
diciendo impugnar el Acuerdo plenario del Congreso de los Diputados,

SENTENCIA

En el recurso-de amparo núm. 1.566/1987, promovido por don Luis
Aurelio Sanchez Suárez, representado por el Procurador de los Tribuna­
les don Juan Corujo López Villamil, bajo la dirección del Letrado don
Gerardo Turiel, contra' Acuerdo del Pleno del Congreso de los Dipu­
tados de 23 de abril de 1987 por el que se deniega autorizaCIón
(suplicatorio) para continuar actuaciones judiciales ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de los de Avilés, en autos 694/1986,
incidentales sobre derecho al honor, frente a una Diputada. Han sido
pane. como demandada, dona Carmen García Bloise, representada por
la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Ruano Casanova, bajo la
dirección del Letrado don Rodrigo Bercovitz, y el Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer, quíen expresa el parecer de la Sala.
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procedente la concesión de la autorización para la continuación de las
actuaciones judiciales de referencia. En lo que ahora importa, se
fundamentó tal propuesta -en síntesis- en la consideración de que «de
los antecedentes se desprende Que las manifestaciones de las que trae
causa la demanda no las realiza espontáneamente la excelentísima
señora Gareia Bloise. sino que con ocasión de un determinado acto
celebrado en Asturias y ante la innegable actualidad de la cuestión
relativa al expediente que, en el seno del Partido Socialista Obrero
EspañoL se instruía al Concejal del Ayuntamiento de Gijón, hoy
demandante, la señora García Btoise. por razón de su condición política,
se vió en la necesidad de contestar a las preguntas que sobre la citada
cuestión le hicieron Jos representantes de los distintos medios de
comunicación». Consideración ésta a la que unió la de que

«Desde otro punto de vista, las repetidas declaraciones
suponen una estricta valoración política en el ejercicio de una
función también politica. íntimamente ligada a la condición
de parlamentaria ostentada por la señora García Bloise, por lo
que. en la decisión a adoptar, la Comisión tiene muy presente
cuanto se expone en el preámbulo de la Ley Orgánica 3/1985,
de 29 de mayo, cuando se alude a que los Parlamentarios
Podrían verse constantemente amenazados 'por la iniciación
de procesos civiles que menoscabasen su necesaria libertad
para el ejercicio de sus funciones con motivo de opiniones que
están estrechamente conectadas con sus funciones parlamen~
tarias pero que no se producen dentro de las sedes de las
Cámaras.»

d) En su sesión del día 23 de abril de 1987, el Pleno del Congreso
de los Diputados. de conformidad con el dictamen anterior, adoptó el
siguiente acuerdo: «No procede la concesión de autorización para que
continuen las actuaciones judiciales que se siguen con el numo 694/1986
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Avilés, contra la
excelentísima señora doña Carmen García Bloise». Asi se le comunicó
a la presidencia del Tribunal Supremo.

e) Con fecha 5 de septiembre de 1987 se dictó providencia por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de· Avilés disponiendo se
comunicara lo resuelto por el Congreso de los Diputados a la parte
actora en el procedimiento.

Con fecha 21 de octubre del mismo año se dictó Auto por el mismo
órgano judidal en cuyos antecedentes de hecho se reseñó que, informa­
das las partes de lo resuelto por el Congreso de los Diputados, «por la
parte actora se insta la continuación del procedimiento y se dicte la
resolución correspondiente, interesándose por el Ministerio _Fiscal la
continuación del procedimiento respecto del otro demandadO) (como se
dijo. el propio Partido Socialista Obrero Español). El Juzgado, invo­
cando lo dispuesto en el arto 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982. antes citado,
resolvió que

«Con alzamiento de la suspensión decretada en Autos,
continuarán los mismos solamente con el demandado Partido
Socialisu-Obrero Español (PSOE) a la vista de la no autoriza­
ción del Congreso de los Diputados para seguir procedimiento
~ontra dona Carmen García Bloise.»

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo es. en
síntesis, la siguiente:

a) Reitera el actor lo que expusiera en su demanda civil, esto es,
que las manifestaciones verificadas ~r la persona demandada «pueden
constituir -actos injuriosos y susceptibles de atentar contra el honor (...)
y sobre los que habrán de pronunciarse los Tribunales- de justicia», de
tal forma que «el Acuerdo del Congreso de los Diputados. denegando la
autorización para continuar el procedimiento, implica que mi mandante
no puede obtener la tutela efectiva de los Tribunales en defensa de sus
legitimas derechos». observándose que la «aparente antinomia» entre lo
dispuesto en el arto 71.2 de la Constitución. de una parte, y lo establecido
en los arts. 15, 18.1 y 24.1 de la misma Nonna fundamental. de otra,
quedaría resuelta por la Sentencia de este Tribunal Constitucional de 22
de julio de 1985 (STC 90/1985).

b)' Tras invocar la doctrina establecida en la citada Sentencia
constitucional, se indica que «el fondo del problema se encuentra aquí
contenido en el arto unico de la Ley Orgánica 3/1985, modificadora del
arto 2.2 de la Ley Orgánica 2/1982 y por el que se aplica el concepto de
"inmunidad parlamentaria" a los supuestos de manifestaciones de los
parlamentarios y de su comparecencia en Autos civiles (... )>>. Recuerda
el actor lajurisprudencia constitucional relativa a cómo las prerrogativas
parlamentarias se justifican en atención al conjunto de «funciones
parlamentarias», observación que se pone en relación con el inciso del
citado art. 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982. según la refonna legislativa
citada, en el que la protección a los parlamentarios frente a las acciones
civíles allí contempladas se ciñe por la Ley a las «opiniones manifesta­
das O"' en el ejercicio de sus funciones» por Diputados y Senadores.
Considera el demandante actual que las manifestaciones realizadas por
quien fuera demandada en el proceso de que aquí se trata se efectuaron
«como miembro del Partido Socialista y con ocasión de un expediente
que dicho Partido (PSOE) seguía a un militante», de tal forma que «las
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manifestaciones que son la base de la demanda judicial nada tienen que
ver con la actuación de la señora García Bloise como Diputada, sino que
dicha señora está actuando como particular miembro de un Partido». Se
extrae de ello la conclusión de que «estamos ante un claro caso en que
el Congreso ha confundido la actuación de b. Diputada señora García
Bloise como "particular" (militante y dirigente del Partido Socialista)
con la actuación que la misma puede tener como Divutad.a, cuestión esta
última que ni se toca ni tiene relación alguna con la demanda que se
sigue ante el Juzgado de Avilés».

Sie suplíca se- dicte Sentencia en la que, estimándose el amparo
soliciado, se declare la nulidad «del acto sin' valor de Ley emanado del
Con$fe50 de los Diputados» y por el que se denegó la autorización
soliCItada, «nulidad que ha de extenderse a todos los actos posteriores
que sean consecuencia de aquél». Se pide también que se declare el
derecho de quien recurre a que «la autorización para seguir el procedi­
miento (... ) no le sea denegada. por tratarse de razones ajenas al fin de
la institución de la inmunidad parlamentaria». Se suplica, en fin. que se
restablezca «al recurrente en la integridad de su derecho, mediante un
nuevo acuerdo que deberá adoptar el Congreso, razonado y motivado en
cualquier caso, que permita a mi mandante obtener la efectiva tutela
jurídica de los Tribunales en el ejercicio de sus derechos funda·
mentales».

4. Por providencia de 20 de enero de 1988 la Sección acordó
admitir a trámite la demanda y solicitar del Presidente del Congreso de
los Diputados la remisión del Acuerdo adoptado, y del Juz~ado de
Primera Instancia la remisión de las actuaciones y el emplazamIento de
quienes hubiesen sido parte en el procedimiento.

Ha comparecido doña Carmen Garcia Bloise representada por la
Procuradora doña ~triz Ruano Cdsanova. .

Por providencia de 18 de abril de 1988 se concedió un plazo común
de veinte días a las partes comparecidas y al Ministerio Fiscal para la
fonnulación de alegaciones.

5. En su escrito de alegaciones el solicitante de amparo sostiene que
doña Carmen Gama Bloise cuando hizo las manifestaciones que estima
lesionan su honor no intervino en el ejercicio de su función de Diputada,
sino en tanto que mie..rnbro de un partido. por lo que el proceso civil no
menoscabaría la libertad de las Cámaras. De este modo la denegación
del suplicatorio para continuar el procedimiento ha privado indebida­
mente al recurrente de su derecho a la tutela judidal efectiva.

6. La representación de doña Carmen García Bloise presenta
escrito de alegaciones que se inicia afirmando que no pretende ampa­
rarse en su condición de Diputada para escapar a la acción de la justicia.
pero que es preceptiva la solicitud de autorización. y que no pretende
oponerse al recurso de amparo, sino simplemente contribuir como parte
interesada para una resolución correcta del mismo.

Precisa luego la cuestión planteada, la de si la denegación de la
autorización para continuar las actuaciones judiciales por parte del
Congreso de los Diputados es contraria al arto 24.1 c.E.. denegación que
tiene lugar al amparo del arto 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 15 de
mayo, en la reforma introducida por la Ley Orgánica 3/1985, de 20 de
mayo, cuya exposición de motivos refleja las razones por las que se
extiende la inmunidad parlamentaria al campo de la protección civil del
derecho al honor, respecto a actuaciones a las que no alcanzaría el
principio de inviolabilidad y para evitar una aplicación excesiva de la
Ley Orgánica 1/1982, de 15 de mayo. no entrando. porque no lo hace
la parte, sobre la constitucionalidad o no de esta modificación.

Se hace una referencia a la jurisprudencia constitucional sobre el
tema, en especial al contenido de la STC 90/l985. que considera que es
contraria al arto 24.1 c.E. la denegación de la autorización cuando no
está justificada por la razón a la que responde la inmunidad parlamenta­
ria -evitar la perturbación de funcionamiento de las Cámaras o la
alteración de su composición. permitiendo que las propias Cámaras sean
las que realicen la valoración sobre el significado político de tales
acciones-, correspondiendo al Tribunal Constitucional controlaI'" si ese
juicio de oportunidad o de intencionalidad se ha producido en términos
razonables o argumentales. pero respetando el amplio margen de
libertad de las Cámaras para el uso de esos privilegios. De este modo la
negativa del Congreso a que- se proceda judicialmente contra un
Diputado sería contraria al arto 24.1 C.E. cuando no resulte razonable,
habida cuenta que la incidencia del ejercicio de la acción pueda tener en
la composición y el buen funcionamiento de la Cámara. y ello al margen
incluso de la intención que persiga el ejercicio de la acción judicial
correspondiente. En otro caso la denegación del consentimiento para
proceder contra un Diputado será correcta y no podrá cuestionarse al
amparo del arto 24.1 C.E. -

El caso concreto planteado en la demanda es más complejo. pues
tiene su origen en unas declaraciones de una Diputada, como pertene­
ciente a la Comisión Ejecutiva Federal de su partido en relación con un
conflicto existente con un miembro (el actual recurrente) dentro del
mismo no se puede decir que actuase como Diputada. pero su actuación
era estrictamente política, y la demanda tiene un indudable componente
político. Cualquier actuación política de un parlamentario se encuentra

5Strechamente relacionada con su condición de tal e influye. en mayor
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o menor grado. sobre la actividad y función Que le corresponde. De este
modo la decisIón depende del alcance que se entienda dar a la protección
derivada de la inmunidad parlamentaria. si se considera razonable
extenderla o no a toda la actividad política de un parlamentario.

Puntualiza. finalinente, que la eventual declaración de nulidad del
acuerdo del Pleno del Congreso de los Diputados debería dar lugar a la
nulidad de todas las actuaciones. judiciales a partir del Auto de 21 de
octubre de 1987.

En el suplico se solicita alternativamente o la desestimación del
recurso de amparo. o el otorgamiento del amparo solicitado de acuerdo
con las alegaciones mencionadas.

7. El Ministerio Fiscal inicia sus alegaciones afirmando la posibili­
dad de control por este Tribunal del suplicatorio, aún mas en un caso
de un proceso civil. Se recuerda seguidamente que el suplicatorio es una
institución referida exclusivamente a la inmunidad parlamentaria, y que
la Ley Orgánica 3/l985 al modificar el texto original del arto 2.2 de la
Ley Orgánica Ifl982, viene a introducir un elemento de confusión entre
el estricto campo de la inviolabilidad y el propio de la inmunidad, que
es al Que hace refrencia la Exposición de Motivos. Examina la
jurisprudencia constitucional sobre la interpretación estricta del con­
cepto de inviolabilidad instrumento para proteger la libre protección y
discusión parlamentaria. y por tanto dentro del ejercicio, competencias
y funciones Que pudieran corresponder como parlamentario. para
afinnar Que en el presente caso no se estarla ante un caso· de
inviolabilidad, sino de inmunidad parlamentaria.

En relación con la inmuflidad parlamentaria se hace un análisis
detenido de la STC 90/1985, deteniéndose sobre las dos intencionalida­
des Que la Sent~ncia señala como indispensables para el recto uso de la
facultad de denegar un suplicatorio. La primera de eUas, la alteración de
la composición de las Cámaras (que hace referencia a una condena
·privativa· de libertad), no puede darse en relación con una demanda
civil. lo Que se refiere a la perturbación del funcionamiento de la Cámara
tampoco es imaginable que eUo se produzca por el hecho de que siga un
procedimiento civil a uno de sus miembros, por hechos que además no
están efectuados en el desempeño estricto de sus funciones de Diputado.
Aunque corresponde a la Cámara realizar el juicio de oportunidad .0 de
intencionalidad de la actuación del Diputado, tal juicio ha de realizarse
de modo suficiente en ténninos razonables o argumentales, correspon­
diendo al Tribunal Constitucional comprobar si ese razonamiento se ha
realizado conforme a la Propia finalidad de la prerrogativa. En el
presente caso el juicio de intencionalidad no se ha producido de fonna
suficiente pues la argumentación aponada no hace referencia alguna a
la posible perturbación del funcionamiento o a la aJteración de la
composición de la Camara. y la motivación ofrecida se limita a repetir
el texto del Preámbulo de la Ley Orgánica 3fl985 sin aportar justifica­
ciones concretas referidas al caso controvertido.

En conclusión, si no puede hablarse de que la Diputada señora
Garcia Bloise, al efectuar las manifestaciones relativas al señor Sá,nchez
Suárez que dieron origen a la demanda de protección civil al honor. se
encontrara en el ejercicio de sus funciones parlamentarias, no cabe
aplicar inviolabilidad alguna. Y si las razones que se aponan para
justificar la denegación del suplicatorio no se atienen en absoluto a las
finalidades para las que la institucjón de la inmunidad parlamentaria
existe, desde el punto de vista corlstitucional. hay que afinnar Que la
denegación por parte del Pleno del Congreso para que continúe el
procedimiento judicial incoado por parte del solicitante de amparo,
vulnera su derecho a la tutela iudicial efectiva:

Sobre los efectos- del otorgamiento del amparo recuerda. que la
STC 9O/l985 anuló la resolución senatorial, pero permitió que pudiera
dictarse una nueva expresando las razones que la justifiquen. todo ello
dejando a salvo las facultades de la Sala para aplicar el párrafo segundo
del arto 55 LOTC al declarar la inaplicabilidad del arto 2.2 de la Ley de
Protección Civil del Derecho al Honor en la redacción daca por la Ley
Orgánica 3/1985.

Se interesa el otorgamiento del amparo solicitado por cuanto el
acuerdo del Pleno del Congreso viola el derecho a la tutela judicial
efectiva del demandante.

8. Por providencia de 23 de mayo de 1988 la Sección acordó
otorgar al demandante un plazo de tres días para que manifieste los
extremos de hecho que pretende probar y los medios de prueba de que
intente valerse, prueba a cuyo recibimiento se refiere en el cuerpo del
suplico de la demanda, la representación del solicitante de amparo
propone como medio de prueba la documental aponada con el escrito
del recurso en su día formulado.

Por providencia de 18 de septiembre de 1989 la Sección acordó no
ser necesario abrir el recibimiento del proceso a prueba por no existir
disconformidad acerca de los hechos entre las panes. v porque además
la prueba documental cuya práctica se propone Se encuentra ya
incorporada a los presente autos.

9. Por providencia de 18 de septíembre de 1989 se señaló para
d.eliberación y votación del presente recurso el día 13 de noviembre
5lgUlente.

n. Fundamentos jurídicos

l. La cuestión que plantea la demanda es la de determinar si el
acuerdo del Pleno del Congreso de los Diputados del dia 23 de abril
de 1987, por el que se niega la autorización para Que continúen las
actuaciones judiciales que se seguían ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Avilés contra un miembro del Congreso es o no
contrario al ano 24.1 CE. en cuanto que priva, justificadamente o no,
de tutela judicial al demandante. en relación con su derecho a obtener.
en su caso, una satisfacción por una virtual intromisión en su derecho
al honor que estima ilegítima a consecuencia de unas declaraciones
públicas de la citada parlamentaria en relación a las razones que habían
llevado a imponer unas sanciones disciplinarias" por los 9rganos
competentes del Panido Socialista y como miembro del mismo, al
solicitante de amparo,

Se trata, por consiguiente. de una acción de amparo ejercida por el
cauce del ano 42 LOTC, siendo el acto impugnado la deciSIón parlamen­
taria. El derecho constitucional que se alega como vulnerado es el
derecho a la tutela judicial efectiva del art, 24.1 CE., lesión que, según
el recurrente, habría producido el acto parlamentario por haber dene­
gado indebidamente la autorización para continuar el proceso, ya que. se
ha excedido del ámbito de la protección dispensada a los parlamentanos
que debe limitarse sólo al ejercicio de sus funciones.

La demanda actual tiene su origen en la aplicación por el órgano
judicial del artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982 en la redacción
introducida por la Ley Orgánica 3/1985. de 29 de mayo, según el cual:

«No se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en
el ámbito protegido..., por imperativo del art. 71 de la
Constitución, cuando se trate de opiniones manifestadas por
Diputados o Senadores en· el ejercicio de sus funciones.
Iniciado un proceso civil en aplicación de la presente Ley. no
podrá seguirse contra un Diputado o Senador sin la previa
autorización del Congreso de los Diputados o del· Senado.

La previa autorización será tramitada por el procedimiento
previsto para los suplicatorios.»

La demanda actual no controvierte la legitimidad constitucional del
precepto legal que requiere en estos casos la autorización parlamentaria,
ni entiende que hubiere existido lesión del derecho fundamental en la
resolución judicial que consideró procedente solicitarla, alzándose. más
bien frente a lo que considera una denegación irregular de'tal autoriza~

ción por haber aplicado incorrectamente, y con daño para el derecho
fundamental que se invoca la expresión «en el ejercicio de sus
funciones» con que el precepto legal aplicado intenta limitar el ámbito
de la protección dispensada a los parlamentarios.

2. Las alegaciones de las partes se centran, en consecuencia, sobre
la valoración constitucional del acto parlamentario y sobre si en el
mismo se justifica adecuadamente, de acuerdo a la doctrina sentada en
la STC 90/1985, la limitación del derecho fundamental. Ocurre sin
embargo que en el presente caso, a diferencia del entonces resuelto por
Tribunal no se está propiamente ante el instituto pieVisto en el
art. 71.2 c.E., esto es ante la inmunidad con que la Constitución protege a'
los parlamentarios frente a inculpaciones y procedimientos, smo ante el
peculiar expediente introducido por la Ley Orgánica 3/1985 y en cuya
virtud se exige una «autorización» para la prosecución de las demandas
civiles,articuladas por la vía de la Ley Orgánica 1/1982. La constitucio­
nalidad de esta previsión legislativa -no incardinable claramente en los
institutos de la inviolabilidad ni de la inmunidad. pues de ambos toma
rasgos- es solo implicitarnente controvenida por la representación de la
demandada cuando afinna que «hay sectores doctrinales que se han
pronunciado en contra de semejante ampliación de la inmunidad
;>arlamentaria e incluso han cuestionado su constitucionalidad. Pero no
xnTesponde a esta parte suscitar semejante problema». También el
Ministerio Fiscal. aunque no lo solicita expresamente, deja abierta la
posibilidad de declarar la inaplicabilidad del precepto legal haciendo uso
la Sala de la facultad Que le concede el arto 55.2 LOTC

El asunto planteado guarda mucha similitud con el resuelto por
la STC 243/1988. sí bien el recurso de amparo correspondiente se basó
precisamente en la inconstitucionalidad de esa exigencia legal de la
autorización parlamentaria para una demanda civil contra el honor.
Según dijimos en esa Sentencia la «previa autorización que requiere
el ano 71 CE. para inculpar a Diputados o Senadores no puede exigirse
para la admisión. trar.-IÍtación y resolución de demandas civiles que en
nada puedan afectar a su libertad personal y, en consecuencia, la
extensión al ámbito civil de dicha garantía procesal resulta constitucio­
nalmente ilegítima», estimando asi que no hay base constitucional para
condicionar o impedir la prestación de la función jurisdiccional con
autorizaciones previas para proceder en el orden civil contra parlamen­
tarios, sin perjuicio de la inviolabilidad sustancial Que pueda correspon­
der a parlamentarios.

r, ..

J.;
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BOE núm. 290. Suplemento

15 de octubre de 1985, en los Autos núm. L533/83, sobre reclamación
de complemento salarial.

2. Los hechos de los Que trae origen la demanda de amparo son,
sucintamente expuestos, los que a continuación se relacionan:

a) Con fecha de 29 de diciembre de 1983 los actores, funcionarios
del Mutualismo Laboral. integrados, a raíz.de la extinción del mismo.
en el Instituto Nacional de la Seguridad Social, promovieron contra este
Instituto y la Tesorería General de la ~uri~. Social demanda
interesando la declaración del derecho a seguIr peI'Clbiendo en concepto
de complemento salarial la gratificación por desempeño. de cargos de
categoria superior en la cuantía de 11.086 pesetas, concedida al amparo
de los arts. 21 y 44, e), del Estatuto de Personal del Mutualismo Laboral,
aprobado por Orden ministerial d~ 30 de enero de. 1977. y cuyo pago,
por absorción en la cuantía de mcrementos retnbuldos postenores,
había dejado de satisfacer el Instituto Nacional de la Seguridad Social en
aplicación de la O~n ministeri~l ~.4 de julio de 1983. por la q!le se
fijaron las retribUCIOnes para el ejerciCIO de 1983 del personal funCIOna­
rio de la Administración de la Seguridad Social.

En el acto del juicio, celebrado el 9 de mayo de 1985, la ~e
demandada además de oponerse a la demanda formulada de contrano,
solicitó. «tratándose de una cuestión Que afecta a un gran numero de
funcionarios y de una solicitud reconocida de derecho» Que «se le
conceda recurso de amparo al art. 153 de la Ley de Procedimiento
Laboral», a lo que se opuso la parte actora, hadend~ constar Que «el
colectivo a que afecta esta demanda es de doce trabajadores».

Con fecha 15 de octubre de 1985, la Magistratura de Trabajo núm. I
de las de Madrid. a la que por reparto correspondió conoce! el asunto,
dictó Sentencia estimatoria de la demanda. en la que declaro el derecho
interesado por los actores, por entender en vigor los arts. 21 Y,44, c1, .~eL
Estatuto de Personal del Mutualismo laboral, merced a la OISPOSIC10fiL
adicional primera, núm. 4, del real Decreto-Iey 36/1978. de 16 de
noviembre. de gestión institucional de la Seguridad Social, y ~ Real
Decreto de 30 de julio de 1979, de estructura y competencIas del
Instituto Nacional de la Seguridad Social, advirtiéndose al final de esta
resolución que «contra la misma no cabe in~erponer recurso ~Igu~o»;

b) El 11 de noviembre de 1985, l.a ~aglStratura de ~r~baJo dICtO,
en virtud del arto 267.2 de la ley Orgamca del Poder JudICIal: Auto de
aclaración en cuyo fundamento de Derecho segundo arguyo que «al
amparo dél 3rt. 153 de la Ley de Procedimi~ntoLaboral cabe interpo~.er
recurso de suplicación cuando las reclamacl0!1es en cuanto a I~ cuestlon
debatida afecte a todos o a un gran numero de trabajadores o
beneficiarios», yen cuyo fallo resolvió «ac!ara~ (...) de oficio la Sen,tencia
recaída cuyo recurso debe ser el de suplIcaCIón para ante el Tnbunal
Central de Trabajo (...)>>. . ..

Contra el Auto de aclaración interpUSIeron los ahora sohcttantes de
amparo recurso de reposición. en el que, «sin nada Que objetar al
fundamento de Derecho segundo», adujeron la infracción de los
artS-. 363.1 de la Ley de Enjuiciami.ento Civil y 2~7.1 ~~ la LeX Orgánica
del Poder Judicial a consecuencIa de la modlficaclOn radlcal de la
Sentencia de 15 de octubre. que expresamente había indicado la
improcedencia de recuro alguno contra la misma.

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado y. en su virtud:
L° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva del solicitante

de amparo.
2.° Restablecer al mismo en la integridad de su derecho. declarando

que procede, sin necesidad de trámite parlamentario alguno, proseguir
!a t:a.mitación d~1 proceso civil por él iniciado hasta obtener resolución
JudICIal que satisfaga el derecho fundamental Que aquí se reconoce
restablece.

3.° Declarar la nulidad de las actuaciones judiciales. en relación
con la citada demandada a partir de la providencia de 9 de enero
de 1987 que acordó elevar suplicatorio al Presidente del Congreso de los
Diputados, y en particular del Auto del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de los de Avilés de 21 de octubre de 1987. en cuanto que decide
no proceder la continuación del procedimiento contra la demandada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid. a trece de noviembre de mil novecientos ochenta

y nueve.-Francísco Rubio Llorente.e-Antonio Truyol Serra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA.

Sala Segunda. Sentencia 187/1989. de 13 de noviembre.
Recurso de amparo 1,652/1987. Contra Sentencia de la
Magistratura número 1 de Madríd dictada en Autos sobre
reclamación de complemento salarial. Supuesta vulnera·
ciót¡ del derecho a la tutela judicial fifectiva como conse­
cuencia de diversas irregularidades ocurridas en la tramita·
ción de un recurso de suplicación.

La Sala S~nda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco RublO Uorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimil. don Miguel Rodriguez-Piñeio y Bravo-Ferrer, don
José Luis d~ los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo.
ha pronunCIado

La falta de base constitucional de esta exigencia legal hace innecesa­
rio entrar en la discusión planteada sobre si el Pleno del Congreso de los
Diputados ha justificado o no adecuadamente. Jo que niega el Ministerio
Fiscal. su negativa 0, deberla haber concedido en cualquier caso la
autorización al no haberse producido las declaraciones en el ejercicio de
funciones parlamentarias. como entiende el solicitante de amparo y
parece admitir también la representante de la parlamentaria demandada.

Se sigue de ello que no es tanto el contenido del acto parlamentario
sino la exi$encia misma de ese acto 10 que ha vulnerado el derecho a la
tutela judIcial del solicitante de amparo «al hacerse depender la
tramitación de su demanda de un presupuestO procesal privilegiado y
excepcional que no encuentra legitimidad en la Constitución». En
consecuencia. el otorgamiento del amparo ha de alcanzar sólo a los actos
judiciales Que han supuesto la aplicación de la norma lepl a partir del
momento en Que se solicitó la concesión de la autonzación por el
Juzgado de Primera Instancia núm. I de Avilés para la continuación del
procedimiento civil, mimo 694/1986 iniciado por el solicitante de
amparo. aunque en lo Que se refiere sólo a la parlamentaria demandada,
y por ello a la nulidad del Auto del Juzgado de Primera Instancia numo
I de los de Avilés. de 21 de octubre de 1987, en cuanto Que decide
no prOCeder la cont1nua~ión del procedimiento contra la demandada.

No resulta necesario que la Sala haga uso de la facultad prevista en
el arto 55.2 LOTe. puesto que la STC 243/1988, de 19 de diciembre. ha
elevado ya al Pleno de este Tríbunalla cuestión de inconstitucionalidad
del último inciso del párrafo primero del arto 2.2 de la Ley Orgánica
Ij1982. de 5 de mayo.

1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Juzgado de Instrucción número 11
de Madrid, en funcíones de guardia el día 12 de diciembre de 1987, Y
registrado en este Tribunal el día 14 del mismo mes y año, don Ignacio
Aguilar Femández. Procurador de los Tribunales, interpone, en nombre
y representación de don Augusto Bacariza Domínguez. don Francisco
Javier de la Chica Tascón, don Santiago Dargel Sánchez, don Juan
García Guijada Escobar. doña Maria Jesus Gil Serrano. don Esteban
González Tarjuelo, don José Guirado Cruz. doña Aurora Montero
Uribe, don Juan José Núñez Benito. don Juan Nüñez Maqueda. dona
Teresa Real Ballesteros y don Agustín Sánchez Vergara, recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Central de
Trabajo de 5 de octubre de 1987. revocatoria en suplicación de la
dictada por la Magistratura de Trabajo núm. I de Madrid con fecha de

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.652j1987, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Ignacio Aguilar Femández, en nombre
y representación de don Augusto Bacariza Domínguez. don Francisco
Javier de la Chica Tascón, don Santiago Dargel Sánchez. don Juan
García Guijada Escobar, doña Maria Jesús Gil Serrano, don Esteban
González Tarjuelo, don José Guirado Cruz, doña Aurora Montero
Uribe, don Juan José Núñez Benito, don Juan Núnez Maqueda, doña
Teresa Real Ballesteros y don Agustin Sánchez Vergara, contra la
Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo· de 5 de
octubre de 1987. recaída en el recurso de suplicación núm. 1.18Ij86,
promovido contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 1 de
Madrid de 15 de octubre de 1983, dietada en autos núm. 1.533/83, sobre
reclamación de complemento salarial. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal y el Instituto Nadonal de la Seguridad Social, representado por
el Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta y Cebrián. Ha
sido Ponente el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien
expresa el parecer de la Sala.

la siguiente


